
 

INFORME RELATIVO A LA LEY DEL MERCADO DE VALORES (A rtículo 116bis) 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 116 bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, de 
Mercado de Valores, el Consejo de Administración de CEMENTOS PORTLAND VALDERRIVAS, 
S.A. (en adelante, la Sociedad o la Compañía), debe presentar anualmente a la Junta General 
de accionistas un Informe explicativo sobre las materias señaladas en dicho precepto, cuyo 
contenido se ha incluido también en el Informe de Gestión de las Cuentas Anuales 
individuales y consolidadas de la Sociedad correspondientes al ejercicio 2007. 

En virtud de lo anterior, el Consejo de Administración de la Sociedad ha acordado, en su 
reunión del pasado 31 de marzo de 2008, poner a disposición de los señores accionistas el presente 

Informe explicativo sobre los aspectos contemplados en el mencionado artículo 116 bis de la 
Ley de Mercado de Valores, que se corresponden con los que a continuación se exponen. 

a) Estructura de capital, incluidos los valores que no se negocien en un mercado regulado 
comunitario, con indicación, en su caso, de las distintas clases de acciones y, para cada clase 
de acciones, los derechos y obligaciones que confiera y el porcentaje del capital social que 
represente. 

De conformidad con lo dispuesto en el Título II, artículos 5 a 10, de los Estatutos Sociales, el 
capital social de la Sociedad asciende a cuarenta y un millones setecientos cincuenta y seis mil 
setecientos veintisiete euros (41.756.727 €), representado por veintisiete millones ochocientas 
treinta y siete mil ochocientas dieciocho acciones totalmente suscritas y desembolsadas, de 1,5 
euros de valor nominal cada una, de una sola clase y serie única, no existiendo distintas clases de 
acciones con diferentes derechos asociados. 

Las acciones están representadas mediante anotaciones en cuenta y confieren a su legítimo titular 
la condición de socio y le atribuyen los derechos reconocidos por las Leyes y los Estatutos 
Sociales. 

Capital Social: 

Fecha de última 
modificación 

Capital social (€) Número de acciones 
Número de 

derechos de voto 

26-10-1993 41.756.727,00 27.837.818 27.837.818 

 



 
 

 

b) Cualquier restricción a la transmisibilidad de los valores. 

No existen restricciones estatutarias a la transmisibilidad de los valores. 

c) Participaciones significativas en el capital, directas o indirectas.  

Las participaciones significativas en el capital social son las que se expresan en el siguiente 
cuadro: 

Nombre o 
denominación social del 

accionista 

Número de derechos de 
voto directos 

Número de derechos de voto 
indirectos (*) 

% sobre el total de 
derechos de voto 

FOMENTO DE 
CONSTRUCCIONES Y 

CONTRATAS, S.A. 

16.358.038 2.393.834 67,361 

 

(*) A través de: 

Nombre o denominación social del titular directo de la 
participación 

Número de 
derechos de 
voto directos 

% sobre el total de derechos de 
voto  

ASESORÍA FINANCIERA Y DE GESTIÓN, S.A. 2.249.748 8,082 

Cía. Auxiliar de Agencia y Mediación, S.A. 143.686 0,516 

Europea de Gestión, S.A. 100 0,000 

Cía. General de Servicios Empresariales, S.A. 100 0,000 

Corporación Española de Servicios, S.A. 100 0,000 

Corporación Financiera Hispánica, S.A. 100 0,000 

 

Por otro lado, debe señalarse que no ha habido movimientos significativos en la estructura 
accionarial durante el ejercicio 2007.  

d) Cualquier restricción al derecho de voto. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de los Estatutos Sociales, cada acción da 
derecho a emitir un voto, no estableciendo los Estatutos ninguna excepción a este derecho ni 
limitación alguna al número máximo de votos que pueda emitir un accionista en la Junta General. 



 
 

e) Pactos parasociales. 

La Sociedad no tiene conocimiento de la comunicación como hecho relevante de pactos 
parasociales ni de la existencia de los mismos a través de ninguna otra vía. 

f)  Normas aplicables al nombramiento y sustitución de los miembros del órgano de 
administración y a la modificación de los estatutos de la sociedad. 

El Capítulo II del Título III, artículos 24 a 27 de los Estatutos Sociales y el Capítulo IV, artículos 
17 a 22, del Reglamento del Consejo de Administración, regulan en líneas generales el 
procedimiento de nombramiento, reelección, dimisión y cese de los miembros del Consejo de 
Administración de la Sociedad, mientras que la regulación de la modificación de los Estatutos 
Sociales se encuentra contenida en los artículos 12 y 19 del Reglamento de la Junta General. 

Nombramiento y reelección de consejeros. 

Corresponde a la Junta General la facultad de nombrar y separar libremente a los miembros del 
Consejo de Administración, así como ratificar o revocar el nombramiento provisional de algunos 
de sus miembros, llevado a cabo por el Consejo de Administración por cooptación, de 
conformidad con el artículo 23.2 de los Estatutos Sociales. 

En correlación con lo anterior, y de acuerdo con lo establecido en los artículos 6.2 y 17 del 
Reglamento del Consejo de Administración, éste tiene la facultad de cubrir las vacantes que se 
puedan producir en el seno del mismo por el procedimiento legal de cooptación, con carácter 
interino hasta la primera reunión de la Junta General de accionistas que se celebre. 

En todo caso, las propuestas de nombramiento de Consejeros que el Consejo someta a la Junta 
General y las decisiones de nombramiento que adopte el Consejo por el referido procedimiento 
de cooptación, deberán estar precedidas de la correspondiente propuesta de la Comisión de 
Nombramientos respecto de los  Consejeros independientes y de informe de dicha Comisión 
respecto de los restantes Consejeros, que deberá adscribir al nuevo Consejero dentro de una de 
las categorías contempladas en el artículo 6 del Reglamento del Consejo de Administración, de 
acuerdo con el artículo 45.3º a) en relación con los artículos 17 y 19 del Reglamento del Consejo. 

Asimismo, las propuestas de reelección de Consejeros que se someta a la Junta General por el 
Consejo deberá contar previamente con un informe emitido por la Comisión de Nombramientos y 
Retribuciones en el que se evaluarán la calidad del trabajo y la dedicación al carga de los 
Consejeros propuestos durante el mandato precedente, de conformidad con el artículo 19 del 
Reglamento del Consejo de Administración. 

El Consejo de Administración (y la Comisión de Nombramientos y Retribuciones dentro de su 
ámbito de competencias) han de procurar que las propuestas de nombramientos de Consejeros 
que se sometan a la Junta General recaigan sobre personas de reconocida honorabilidad, 



 
 

solvencia, competencia técnica y experiencia, tal y como establece el artículo 17 del Reglamento 
del Consejo de Administración. 

Con este fin, la Comisión de Nombramientos y Retribuciones tiene encomendada la función de 
evaluar las competencias, conocimientos y experiencias necesarios en el Consejo, definir, en 
consecuencia, las funciones y aptitudes necesarias en los candidatos que deban cubrir cada 
vacante que se produzca en aquél, y evaluar el tiempo y dedicación precisos para que puedan 
desempeñar bien su cometido, así como informar al Consejo sobre las cuestiones de diversidad de 
género, de acuerdo con el artículo 45.3 del Reglamento del Consejo de Administración. 

Por otro lado, no podrán ser Consejeros los incursos en cualquiera de las prohibiciones previstas 
por la Ley de Sociedades Anónimas, ni quienes se encuentren en alguna causa de 
incompatibilidad, en especial, las contempladas por la Ley 5/2006, de 10 de abril, de acuerdo con 
el artículo 26 de los Estatutos Sociales. 

Remoción de Consejeros. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 27 de los Estatutos Sociales, los Consejeros 
ejercerán los cargos por espacio de cinco años y podrán ser reelegidos una o más veces por 
períodos de la misma duración. 

Las causas y procedimiento de remoción de Consejeros aparece regulado en el artículo 21 del 
Reglamento del Consejo de Administración. 

De acuerdo con dicho precepto, los Consejeros cesarán en el cargo cuando haya transcurrido el 
período para el que fueron nombrados y cuando lo decida la Junta General, en uso de las 
atribuciones que tiene conferida legal y estatutariamente. 

Asimismo, los Consejeros deberán poner su cargo a disposición del Consejo de Administración y 
formalizar, si éste lo considera conveniente, la correspondiente dimisión en los siguientes casos: 

a.    Cuando cesen en los puestos ejecutivos a los que estuviere asociado su nombramiento 
como Consejero. 

b. Si se trata de Consejeros dominicales, cuando el accionista al que representan transmita o 
reduzca hasta un nivel que exija la reducción del número de sus Consejeros dominicales la 
participación que tenía en Cementos Portland Valderrivas, S.A. 

c.    Cuando se vean incursos en alguno de los supuestos de incompatibilidad o prohibición 
legalmente previstos. 

d. Cuando el propio Consejo así lo solicite por mayoría de, al menos, el 75% de sus 
miembros asistentes y representados: 



 
 

- Si por haber infringido sus obligaciones como Consejeros resultaren gravemente 
amonestados por el Consejo, previo informe de la Comisión de Nombramientos y 
Retribuciones o, 

- Cuando su permanencia en el Consejo pueda poner en riesgo los intereses de Cementos 
Portland Valderrivas, S.A. 

En relación con los Consejeros independientes, el Consejo no podrá proponer el cese de ningún 
Consejero de dicha categoría antes del cumplimiento del periodo estatuario para el que hubiera 
sido nombrado, salvo cuando concurra justa causa, apreciada por el Consejo previo informe de la 
Comisión de Nombramientos y Retribuciones. En particular, se entenderá que existe justa causa 
cuando el consejero hubiera incumplido los deberes inherentes a su cargo o hubiere dejado de 
cumplir alguno de los requisitos establecidos en artículo 6.2.a del propio Reglamento del Consejo 
para poder reunir la condición de Consejero independiente.  

Por último, señalar que el artículo 21 del Reglamento del Consejo dispone que cuando cese un 
Consejero, ya sea por dimisión o por cualquier otro motivo, antes de concluir su mandato, deberá 
explicar las razones por carta, que remitirá a todos los miembros del Consejo. 

Además, dicho cese debe ser comunicado como hecho relevante y puesto de manifiesto el motivo 
en el Informe Anual de Gobierno Corporativo, siempre y cuando no se haya opuesto 
expresamente el Consejero a dicha información, al tiempo de presentar su dimisión o cese. En 
este orden de cosas, se establece que en el caso de que la dimisión del Consejero se deba a que el 
Consejo haya adoptado decisiones significativas o reiteradas sobre las que el Consejero haya 
hecho constar serias reservas y como consecuencia de ello optara por dimitir, en la carta de 
dimisión que dirija al resto de miembros se hará constar expresamente dicha circunstancia. 

Modificación de los Estatutos Sociales. 

Los artículos 12 y 19 del Reglamento de la Junta General establecen el régimen de constitución y 
adopción del acuerdo de modificación de los Estatutos Sociales. El régimen establecido en dichos 
artículos es el general contenido en el artículo 144 de la Ley de Sociedades Anónimas, que exige 
los quórum de constitución y mayorías previstas en el artículo 103 de dicha Ley. 

g) Poderes de los miembros del Consejo de Administración y, en particular, los relativos a la 
posibilidad de emitir o recomprar acciones. 

De conformidad con los artículos 31 de los Estatutos Sociales y 36 del Reglamento del Consejo 
de Administración, corresponde al Presidente del Consejo de Administración la efectiva 
representación y dirección de los negocios de la Compañía, de acuerdo siempre con las 
decisiones y criterios fijados por la Junta General de Accionistas y el Consejo de Administración, 
en los ámbitos de sus respectivas competencias, y, en particular, representar a la Sociedad en los 
contratos de adquisición y enajenación de bienes muebles e inmuebles acordados por el Consejo 



 
 

de Administración si éste no confiere delegación especial a otros, otorgando en los expresados 
contratos los documentos públicos correspondientes. 

Asimismo, el Presidente está facultado para conferir poderes a cualquiera de los vocales del 
Consejo de Administración u otras personas para que le representen en todos aquellos actos que 
sean de su competencia. 

Por lo demás, las facultades y competencias del Consejo de Administración son las que se 
establecen en los artículos 30 de los Estatutos Sociales  y 7 del Reglamento del Consejo de 
Administración de la Sociedad, algunas de las cuales están delegadas en el actual Presidente y 
Consejero Delegado de la Sociedad, entre las que se encuentra la relativa a la posibilidad de 
emitir o recomprar acciones. 

Se transcriben a continuación los mencionados preceptos: 

 Artículo 30.- Facultades.  

El Consejo de Administración ejercitará todas las funciones y facultades necesarias para el 

desarrollo del negocio que constituye el objeto social, estando investido de los más amplios 
poderes para dirigir, administrar, disponer de los bienes y representar a la sociedad, en juicio y 

fuera de él, pudiendo celebrar toda suerte de contratos y actos, aunque entrañen adquisición, 
enajenación o gravamen de inmuebles, afianzamiento de negocios ajenos o transacciones, sin 

limitación alguna , pues el Consejo de Administración está investido de todas las facultades que, 
como persona, corresponden a la sociedad, salvo los actos que la Ley o estos Estatutos reservan 
exclusivamente a la Junta General. 

En todo lo no previsto en la Ley o en los presentes Estatutos el Consejo podrá regular su propio 
funcionamiento, así como el de su Comisión Ejecutiva, restantes Comisiones Delegadas y 

Consejeros Delegados, mediante la aprobación de un Reglamento interno dentro del marco de 
los presentes Estatutos. 

Artículo 7. Competencia del Consejo de Administración 

1. El Consejo de Administración asume, como núcleo de su misión, la aprobación de la 

estrategia de la compañía y la organización precisa para su puesta en práctica, así como la 
supervisión y el control de la Dirección para que cumpla los objetivos marcados y respete el 

objeto e interés social de la compañía. A tal fin, el Consejo en pleno se reserva la 
competencia para aprobar: 

I. Las políticas y estrategias generales de la sociedad, y en particular: 

a. El plan estratégico o de negocio, así como los objetivos de gestión y presupuestos 
anuales; 



 
 

b. La política de inversiones y financiación; 

c. La definición de la estructura del Grupo de sociedades; 

d. La política de gobierno corporativo; 

e. La política de responsabilidad social corporativa; 

f. La política de retribuciones y evaluación del desempeño de los Altos Directivos; 

g. La política de control y gestión de riesgos, así como el seguimiento periódico de los 
sistemas internos de información y control; 

h. La política de dividendos, así como la de autocartera y, en especial, sus límites.  

II. Las siguientes decisiones:  

a. A propuesta del primer ejecutivo de la compañía, el nombramiento y eventual cese 
de los Altos Directivos, así como sus cláusulas de indemnización;  

b. La retribución  de los Consejeros, así como en el caso de los  Consejeros ejecutivos, 
la retribución adicional por sus funciones ejecutivas y demás condiciones que 
deban respetar sus contratos; 

c. La información financiera que, por su condición de cotizada, la sociedad deba 
hacer pública periódicamente; 

d. Las inversiones u operaciones de todo tipo que, por su elevada cuantía o especiales 

características, tengan carácter estratégico, salvo que su aprobación corresponda a 
la Junta General;  

e. La creación o adquisición de participaciones en entidades de propósito especial o 

domiciliadas en países o territorios que tengan la consideración de paraísos 
fiscales, así como cualesquiera otras transacciones u operaciones de naturaleza 
análoga que, por su complejidad, pudieran menoscabar la transparencia del Grupo. 

III.  Las operaciones que la sociedad realice con Consejeros, con accionistas significativos 
o representados en el Consejo, o con personas a ellos vinculados.  

Esta autorización del Consejo no se entenderá, sin embargo, precisa en aquellas 
operaciones vinculadas que cumplan simultáneamente las tres condiciones siguientes: 



 
 

- Que se realicen en virtud de contratos cuyas condiciones estén estandarizadas y se 
apliquen en masa a muchos clientes; 

- Que se realicen a precios o tarifas establecidos con carácter general por quien 
actúe como administrador del bien o servicio del que se trate; 

- Que su cuantía no supere el 1% de los ingresos anuales de la sociedad. 

El Consejo deberá aprobar las operaciones vinculadas previo informe favorable de la 

Comisión de Auditoria y Control, debiendo el Consejero al que le afecte, además de no 
ejercer ni delegar su derecho a voto,  ausentarse de la sala de reuniones mientras el 
Consejo delibera y falla. 

2. Las competencias que aquí se le atribuyen al Consejo lo serán con carácter indelegable, 

salvo las mencionadas en los puntos II y III, que podrán ser adoptadas por razones de 
urgencia por la Comisión Ejecutiva, debiendo posteriormente ser ratificadas por el Consejo 
en pleno. 

Por lo que se refiere a la posibilidad de emitir o recomprar acciones, no existen facultades 
delegadas o autorizaciones de este tipo conferidas por la Junta General a favor del Consejo de 
Administración. 

h) Acuerdos significativos que haya celebrado la sociedad y que entren en vigor, sean 
modificados o concluyan en caso de cambio de control de la sociedad a raíz de una oferta 
pública de adquisición, y sus efectos, excepto cuando su divulgación resulte seriamente 
perjudicial para la sociedad. Esta excepción no se aplicará cuando la sociedad esté obligada 
legalmente a dar publicidad a esta información. 

La Sociedad no ha celebrado ningún tipo de acuerdo o contrato que entre en vigor, pueda verse 
modificado o terminado en caso de producirse un cambio de control en el accionariado de la 
Compañía como consecuencia de una oferta pública de adquisición. 

i) Acuerdos entre la sociedad y sus cargos de administración y dirección o empleados que 
dispongan indemnizaciones cuando éstos dimitan o sean despedidos de forma improcedente 
o si la relación laboral llega a su fin con motivo de una oferta pública de adquisición. 

 
La Sociedad no tiene establecidos planes de pensiones complementarios a los de la Seguridad 
Social. De acuerdo con lo recogido en el Texto Refundido de la Ley de Regulación de los Planes 
y Fondos de Pensiones, en aquellos casos concretos en que existen obligaciones similares, la 
Sociedad procede a exteriorizar los compromisos con su personal en dicha materia. 
Adicionalmente, previa autorización de la Comisión Ejecutiva, en su día se contrató y pagó la 
prima de un seguro para atender el pago de las contingencias relativas al fallecimiento, 
incapacidad laboral permanente, premios y pensiones de jubilación u otros conceptos a favor, 
entre otros, de algunos de los consejeros ejecutivos y directivos. En particular, las contingencias 



 
 

que dan lugar a indemnización son las que supongan extinción de la relación laboral por 
cualquiera de los siguientes motivos: 
 

a. Decisión unilateral de la empresa 
b. Disolución o desaparición de la sociedad matriz por cualquier causa, incluyendo la        

fusión o escisión. 
c. Fallecimiento o invalidez permanente. 
d. Otras causas de incapacitación física o legal. 
e. Modificación sustancial de las condiciones profesionales 
f. Cese, una vez cumplidos los 60 años, a petición del directivo y con la conformidad 

de la empresa. 
g. Cese, una vez cumplidos los 65 años, por decisión unilateral del directivo. 
 

En la cuenta de resultados de la sociedad correspondiente al ejercicio cerrado a 31 de diciembre 
de 2007, se incluyen pagos en concepto de primas por dicho seguro por importe de 299 miles de 
euros. Una vez efectuados dichos pagos, el valor razonable de las primas aportadas cubre la 
totalidad de las obligaciones actuariales contraídas. 

 
 
                                                     Madrid, 31 de marzo de 2008 


